Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión 
(Es la hora 14 y 54 minutos) 


La Comisión de Constitución y Legislación del Senado tiene a consideración el proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes sobre responsabilidad de los funcionarios de la Administración, 
por el que se establece la obligación del Estado de repetir la acción sobre los funcionarios, en aquellos 
casos de sentencia ejecutoriada en que el Estado sea responsable civil de un daño causado a terceros. 


Este proyecto de ley tiene una larga historia. La norma del artículo 25 de la Constitución nació en 
1934, se eliminó en 1951, se restableció más tarde, y todavía seguimos el debate. El tema es que cuando 
el Estado se ve obligado a indemnizar, debería repetir frente al funcionario en los casos en que haya 
habido dolo o culpa grave. No parecería que ello deba ser así cuando se trata de casos de otra 
importancia, ya que a veces son cosas que no tienen trascendencia. Además, en la mayoría de las 
situaciones tampoco va a haber solvencia. Esto es más un principio moral que un acto de resarcimiento 
económico, ya que todos conocemos el tipo de casos que vemos normalmente. Puede darse una situación 
excepcionalísima, pero también lo es demostrar el dolo o la culpa, como en el caso de esas 
indemnizaciones del Banco Central, de la intervención de un banco —en este sentido, últimamente ha 
habido varios juicios con suerte variada— etcétera. Normalmente se dan situaciones en que no hay dolo ni 
culpa de parte del funcionario, sino simplemente error. En cualquier caso, no deja de ser un buen principio 
establecer o desarrollar el artículo 25 de la Constitución. 


Esta sería la apreciación inicial que hacemos respecto del proyecto de ley. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Todos los antecedentes que tenemos son de Legislaturas pasadas? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exactamente, señor Senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero señalar que muchas veces —por supuesto, no hablo de Administraciones 
anteriores ni tampoco de ésta— los propios abogados del Estado, cuando tienen que defenderlo, no 
cumplen con los plazos, y por una simple desidia la Administración termina perdiendo un juicio o un recurso 
que ganaría fácilmente; no estamos hablando sólo de responsabilidad cuando alguien comete un error y 
genera un daño. Por lo tanto, me parecen correctos estos elementos, aunque no van a servir para 
solucionar todos los casos, y no necesariamente el funcionario tendrá solvencia para enfrentar el daño 
generado. 


Lamentablemente, creo que en este momento la gente no asume sus responsabilidades, y 
aunque quizás este instrumento no arregle la situación, apelo a que cada uno sea responsable de sus 
actos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considerando la situación que acaba de mencionar el señor Senador es que en la 
Ley de Rendición de Cuentas de diciembre de 2005 se estableció una unidad especial con el cometido de 
coordinar la defensa del Estado. De modo que lo que se plantea ha tenido una respuesta administrativa. 
Aunque no sé cuán eficaz ha sido —porque no he tenido ninguna noticia al respecto- es de destacar que 
actualmente se cuenta con una Dirección de Asuntos Constitucionales, Legales y Registrales que, 
justamente, es la que releva la situación del Estado en materia de juicios, estudia la normativa, evacua las 
consultas y supongo que hace una especie de supervisión de toda la situación. 


SEÑOR MICHELINI.- La información que tengo es que ha funcionado con mucho esfuerzo, porque la 
propia Administración se resiste a que se le solicite de otra dependencia, pero creo que se trata de otra 
medida. Seguramente, estos aspectos no pueden ser subsanados por una sola disposición, sino que 
seguramente deberían aplicarse un conjunto de medidas que incluyan, también, un cambio cultural que se 
debe procesar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, ese es el tema. 


Además, esto tampoco llega a los Entes Autónomos que, en general, son los que tienen 
responsabilidades mayores. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Hay que tener presente que llega a personas públicas no estatales, pues en el 
artículo 7* del proyecto de ley, se dice: “Las personas públicas no estatales se encontrarán sujetas a las 
obligaciones previstas en la presente ley, en los términos que dictará la reglamentación del Poder Ejecutivo 
en cuanto respecta a la responsabilidad civil que les correspondiere por los daños causados a terceros en 
la gestión de los cometidos que le son propios”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 1% establece, genéricamente, “Todo organismo del Estado”; por lo 
tanto, eso podría decirse. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Si bien no hay leyes mágicas, creo que está bien observar un cambio cultural 
en el concepto del funcionario, considerándoselo como servidor público de la sociedad. Por lo tanto, esto 
sería como un llamado de atención, porque hay hechos que no obedecen a mala fe, sino a desidia de 
algunos en el sentido de no preocuparse porque no hay consecuencias dolorosas, como sucede cuando se 
está en el ámbito privado, en donde hay que estar alerta. Por alguna razón, el constituyente lo incluyó en el 
artículo 25, es decir, algo se pensó y se discutió en su momento, si bien no he leído lo que se debatió al 
respecto. 


Entonces, está bien reglamentarlo —no está de más hacerlo— y el tiempo dirá qué efecto real 
tendrá. Recuerdo que durante el Gobierno del doctor Lacalle se dictó un decreto reglamentario de este 
artículo de la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo tenemos en nuestro poder. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- De todas maneras, pienso que es mejor aprobar una normativa como ésta 
porque creo que le da más respaldo. Por lo tanto, no haría ninguna objeción sino que, por el contrario, creo 
que frente a la ciudadanía este es un elemento de transparencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Decreto citado es el N* 701/91, que estableció bases para la aplicación del 
artículo 25, implementando un procedimiento de oficio a efectos de que el Estado manifieste su voluntad de 
ejercer la facultad de repetición del pago en reparación cuando ello corresponda. Esto es lo que se 
establecía, según reza en el informe de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes. 


Luego hay otro Decreto de 2006, que deroga el Decreto anterior y reglamenta los artículos 51 y 
52 de la Ley de Presupuesto, que son los que hace un momento manejábamos. Creo que todos son 
avances en la misma dirección. 


SEÑOR MICHELINI.- Por lo que pude apreciar, en la discusión producida en su momento en el Senado 
todos estaban contestes, independientemente de que no sé si se trata exactamente del mismo proyecto. 
Ahora bien, el doctor Korzeniak dice que la obligación del Estado es repetir siempre y no “poder repetir”; 
esto es, por supuesto, según la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pero esta norma dice que debe repetir en los casos de dolo o culpa grave. O sea, 
se supone que la sentencia que condena al Estado le imputa dolo o culpa grave a su funcionario. Esa sería 
la hipótesis. 


SEÑOR GALLINAL.- Ya que vamos a reglamentar los artículos constitucionales, pienso que sería bueno 
que invitáramos a los representantes de la Cátedra de Derecho Constitucional o, al menos, que les 
pidiéramos una opinión por escrito. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, me interesaría consultar a la nueva Dirección que se ha creado, 
para que nos informe sobre lo que está sucediendo. Me refiero a la Dirección General de Asuntos 
Constitucionales, Legales y Registrales del Ministerio de Educación y Cultura —a la que se alude en el 


informe que acompaña el repartido- que fue creada mediante una norma presupuestal de 1995. Pienso 
que sería importante saber si realmente se está ejerciendo en este sentido y cuál es la conformación. Este 
es un punto clásico entre nuestros colegas; este tema siempre ha sido una fuente de problemas en la 
Administración, primero por el marcado de tarjeta —a lo que siempre se han resistido violentamente— y 
luego por sus aledaños, que son los expedientes que flotan en el espacio, que se están moviendo y que 
nunca terminan de resolverse. 


(Hilaridad) 


SEÑOR GALLINAL.- A los abogados que hoy están en el ejercicio de la profesión les viene bárbaro, pues 
es una fuente de pleitos impresionante. 


Reitero que yo haría una consulta además de a la Dirección, a la Cátedra, pues una cosa es 
cómo lo está aplicando el Ministerio y otra es la opinión de los expertos sobre la reglamentación de la 
disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, haríamos estas dos consultas con el requerimiento de máxima 
brevedad. Me informa la señora Secretaria que la Facultad de Derecho no ha contestado las últimas 
solicitudes porque no está vigente el convenio que existió en una época. De cualquier forma, hemos de 
procurar la opinión de la Cátedra por la vía que sea. 


SEÑOR GALLINAL.- También podríamos solicitar la opinión a la Cátedra de Derecho de la Universidad 
Católica, donde hay muy buenos constitucionalistas. Incluso, el Decano es el doctor Martín Risso quien no 
creo que tenga ningún inconveniente en hacernos llegar su punto de vista, entre otras razones, porque ya 
lo ha hecho en otras ocasiones en el transcurso de esta Legislatura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la misma línea, podríamos solicitar opinión a la Cátedra de Derecho de la 
Universidad de la Empresa, cuyo Decano es el doctor Correa Freitas. 


Por otro lado, tenemos pendientes las consultas relativas al proyecto de ley que hoy reenviamos. 
Me parece importante escuchar un par de opiniones. Al respecto, considero de interés conocer la opinión 
del doctor Edison Lanza —que fue uno de sus promotores- que naturalmente será favorable, y alguna otra 
que podría ser más crítica. 


SEÑOR GALLINAL.- En ese sentido, señor Presidente, cabría recabar el punto de vista de la Suprema 
Corte de Justicia, aunque sea por escrito. Si no recuerdo mal, en una Rendición de Cuentas aprobamos 
una disposición por la cual se establecía un trámite de consulta. 


SEÑORA PERCOVICH.- No fue aprobada. 
(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE..- En definitiva, entonces, solicitaríamos la opinión de la Suprema Corte de Justicia y 
del doctor Lanza. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de eso, es bueno recordar que la génesis de esto estuvo a nivel 
del Ministerio de Educación y Cultura, en contacto con gente de la prensa, producto de una serie de juicios 
y determinadas acciones que implicaban posibles condenas al Uruguay por un eventual vacío legal o 
violación a la libertad de prensa, que si bien no correspondían al accionar del poder político ni del Poder 
Ejecutivo, se daba en función de la normativa que aplicaba el Poder Judicial. 


En definitiva, producto de esas discusiones y con el fin de atemperar ciertos aspectos es que se 
logra este proyecto de ley. Sin duda, hay muchas cosas que pueden resultar complejas —por ejemplo, 
cuando se hiere el honor de una persona— pero se debe garantizar también la posibilidad de brindar 
información sin que quede pendiente el cadalso para el periodista o para el medio que lo publicó. 


Más allá de la información que nos puedan brindar, considero que esta es la génesis de este 
proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según entiendo, el señor Senador Michelini sugiere invitar a concurrir a esta 
Comisión a algún funcionario del Ministerio que haya participado en la elaboración de este proyecto de ley. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente, en mi opinión ya contamos con dos proyectos de ley que tienen 
que ver con el Ministerio de Educación y Cultura porque la Dirección creada depende de allí y está en la 
órbita de la Secretaría. Por lo tanto, como este proyecto de ley tiene que ver con la iniciativa, me parece 
bien interesante invitar al Ministerio para que opine sobre los dos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Considero oportuno que el Ministerio designe a quien corresponda para tratar el 
tema. Hace unos instantes mencioné que respecto de este tema existe una jurisprudencia muy variada que 
hay que estudiar y sobre la que uno tiene una noticia vaga y difusa. Al respecto cabe mencionar el Juicio 
Wasmosy —que, si mal no recuerdo, ganó— cuando alguien acusó al Presidente de Paraguay de ir contra el 
honor y la integridad moral. Reitero que hay jurisprudencia interesante sobre estos temas. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 20 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


